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Señor Director:
Hace algunas semanas, en un operativo conjunto entre Carabineros y Aduanas en el Barrio Meiggs, se incautaron más de 3.200 pro-

ductos falsificados, avaluados en unos $24 millones. En la acción, fueron detenidas tres personas de nacionalidad china por infracción 
a la Ley de Propiedad Industrial. Este hecho confirma el alcance real del comercio irregular en espacios cerrados, donde los llamados 
“malls chinos” han proliferado al amparo de una fiscalización insuficiente y una trazabilidad tributaria opaca.

Este tipo de comercios, según detalla un estudio reciente de la ODECU sobre el tema, aglutina múltiples puntos de venta sin identifi-
cación comercial individual, operando en condiciones que facilitan la evasión fiscal, la comercialización de productos sin certificación y, 
en algunos casos, la falsificación de marcas registradas. Todo lo anterior configura un escenario de competencia desleal que perjudica gra-
vemente a quienes cumplimos con las exigencias regulatorias, tributarias, laborales y de seguridad que exige la legislación chilena.

Las cifras reflejan la urgencia del problema: actualmente, menos del 5 % de las cargas que ingresan al país son fiscalizadas por 
Aduanas, lo que deja una enorme brecha para el ingreso de productos sin control adecuado. Frente a esto, no basta con combatir el co-
mercio informal en la vía pública, sino que es imprescindible fortalecer los mecanismos de fiscalización en estos centros de comercio, 
con una mirada integral que incorpore a todos los actores involucrados.

Como MDR, hacemos un llamado a avanzar en una regulación más clara, fiscalizaciones efectivas y una institucionalidad que ga-
rantice un comercio justo, transparente y en igualdad de condiciones para todos.

Andrés Bogolasky,
Presidente AG Marcas del Retail

Señor Director:
La Organización Mundial de la Salud acaba de impulsar 

la campaña “Productos seductores, intenciones perversas: des-
enmascaremos su atractivo”, con el foco puesto en la industria 
tabacalera y su influencia sobre niños y adolescentes. Se estima 
que 37 millones de personas entre 13 y 15 años consumen pro-
ductos de tabaco a nivel mundial.

Pese a estas iniciativas de concientización y los esfuerzos que 
se realizan a nivel mundial para prevenir el consumo, persisten 
creencias erróneas, que desde el mundo de la salud debemos de-
rribar con urgencia. La evidencia científica es clara: el daño que 
produce el tabaco va mucho más allá que el cáncer de pulmón.

Según la Agencia de Salud Pública de Estados Unidos, el 
humo del tabaco contiene al menos 70 sustancias cancerígenas, 
las que ingresan al torrente sanguíneo y afectan a distintos ór-
ganos, incrementando el riesgo de desarrollar múltiples tipos de 
cáncer: de cavidad oral, orofaringe, laringe, esófago, estómago, 
páncreas, hígado, vejiga, riñón, cuello uterino y colon, además 
del ya conocido cáncer pulmonar.

En Chile, el cáncer es hoy la principal causa de muerte. 
Según el Minsal, se producen 28 mil fallecimientos al año, su-
perando incluso a las enfermedades cardiovasculares. Y aunque 
no siempre se visibiliza, el tabaco es un factor causal o agravan-
te en buena parte de estos casos.

Es esencial que todas las campañas vayan acompañadas 
de políticas públicas firmes, educación desde la temprana edad 
y programas de apoyo para quienes desean dejar de fumar. De 
hecho, esta última medida fue anunciada como parte del GES 
a partir de diciembre de este año. No se trata solo de prevenir 
distintos tipos de cáncer y enfermedades respiratorias o car-
diovasculares, sino también de derribar un mito peligroso, que 
sigue costando vidas.

Dra. Carolina Gabler,
Oncóloga Radioterapeuta 

de Clínica IRAM

Derribar un mito 
peligroso

Señor Director:
El caso que involucra al gobernador Orrego vuelve a 

mostrar lo poco que aprendemos sobre responsabilidad en 
el manejo de recursos públicos. Más allá de lo que determi-
ne la justicia penal, preocupa que el gasto de $31 millones 
en asesorías ligadas a su campaña pase como una práctica 
más dentro de la cultura política.

¿Desde cuándo los gobiernos regionales deben financiar 
coaching ontológico para fortalecer campañas electorales? 
Lo que debería ser inaceptable, hoy se discute con tibieza.

La verdadera urgencia no es más regulación, sino exigir 
responsabilidad individual y reglas claras que impidan que 
cargos públicos se conviertan en plataformas personales de 
poder. Chile necesita una clase política que entienda que el 
dinero público no es un recurso ilimitado ni propio.

Gabriela Velásquez F. ,
Pasante Senior FPP

Coaching con plata 
ajena

Señor Director:
La Educación Técnico Profesional mueve al país, trans-

forma vidas e impulsa el desarrollo productivo de Chile y sus 
regiones. Esta afirmación cobra cada día más relevancia, ya que 
el reconocimiento al valor y aporte de los miles de egresados de 
la educación técnica es cada vez más evidente. Basta con obser-
var lo que ocurre en el entorno productivo de nuestras regiones 
para constatar cómo surgen exitosamente numerosas peque-
ñas empresas, lideradas por hombres y mujeres formados en 
instituciones Técnico Profesionales (TP), quienes han puesto 
la técnica al servicio de las personas. Estas personas dan vida 
a la innovación desde lo concreto, lideran procesos y moderni-
zan nuestras industrias.

Desde INACAP, en alianza con El Mercurio, hemos lanzado 
el premio “Fuerza TP: Técnicos - Profesionales por Chile”, una 
instancia abierta que busca reconocer el liderazgo, la excelencia, 
la trayectoria y la innovación en diversas categorías vinculadas 
a la educación TP. Este premio destaca a personas que están ge-
nerando un impacto positivo a lo largo de todo el país.

Invitamos a todas y todos quienes deseen postular a infor-
marse en www.fuerzatp.cl, y así sumarse a esta iniciativa que 
reconoce y celebra el impacto de quienes están transforman-
do comunidades y generando desarrollo desde la Educación 
Técnico Profesional.

Laura Alvarez Yercic,
Vicerrectora Inacap Punta Arenas

Señor Director:
Una reciente encuesta de Cadem evidencia una realidad 

preocupante: el 40% de las personas mayores en Chile decla-
ra que no hay ninguna institución que se preocupe realmente 
de su bienestar. Este dato debería encender las alarmas del 
Estado y de toda la clase política. 

Hoy, las personas mayores enfrentan múltiples vulne-
rabilidades -económicas, de salud, sociales, afectivas- y sin 
embargo, siguen siendo el grupo más invisibilizado en el 
diseño de políticas públicas. No contamos con un sistema 
nacional de cuidados que garantice apoyos para quienes vi-
ven situaciones de dependencia o soledad; tampoco existe 
una ley integral de envejecimiento que asegure derechos es-
pecíficos en esta etapa de la vida. 

Ambas iniciativas están detenidas en el Parlamento, sin 
voluntad política suficiente para avanzar. Como país enve-
jecido, Chile no puede seguir postergando la construcción 
de un sistema de protección integral para las personas ma-
yores. No es caridad, es justicia social.

Agnieszka Bozanic,
Docente investigadora es-
cuela de Psicología UNAB 

Fuerza TP, Un premio 
que celebra a quienes 
mueven Chile y sus 
regiones

El abandono 
estructural hacia las 
personas mayores

Señor Director:
Lo señalado por el director del SII, respecto a que quienes hoy reclaman serían parte del 20% más rico 

del país, presenta un sesgo importante. Su análisis considera sólo a quienes pagan contribuciones, omitien-
do a roles exentos que también podrían pertenecer a ese segmento. Es el caso de muchos departamentos de 
inversión que no pagan impuesto territorial.

Esa omisión puede encubrir una situación regresiva, donde la carga que debería asumir el 20% más 
rico recae en sectores más vulnerables. Esto ocurre mientras personas de mayores ingresos quedan exen-
tas gracias al umbral actual para el rol habitacional, hoy sobre los $57 millones.

Urge una reforma profunda al impuesto territorial que aumente la recaudación y redistribuya de for-
ma más justa. No se trata solo de que paguen más quienes tienen más, sino de que contribuyan quienes se 
benefician de las plusvalías y la inversión pública.

Reducir los factores de propiedades comerciales en Santiago va en la dirección correcta para reacti-
var zonas deterioradas, pero es insuficiente sin abordar otras áreas afectadas por vacancia, informalidad 
y abandono.

El debate no puede seguir postergándose, menos aún con el reavalúo 2026 en el horizonte.
Nicolás Herrera, 

Head of real estate research de TOCTOC

El impuesto territorial y el mito del 20% Fiscalización y comercio justo: una urgencia pendiente

Hora de decir basta: 
recursos públicos 

no son botín
“Refleja la gravedad del desfalco público y 

demanda sanciones ejemplares”.
Cada año, la Contraloría General 
de la República emite informes 
que deberían estremecer a cual-
quier ciudadano con un mínimo 
sentido de responsabilidad cívica. 
En sus más recientes entregas, 
ha dado cuenta de graves irre-
gularidades en el manejo de 
los recursos públicos: pagos sin 
respaldo, contratos adjudicados 
fuera de norma, rendiciones 
incompletas y compras injustifi-
cadas se repiten con alarmante 
frecuencia en distintas reparti-
ciones del Estado.
Lo más inquietante no es solo la 
existencia de estas prácticas, sino 
su reiteración y la aparente cultu-
ra de impunidad que las rodea. 
¿En qué momento se volvió tole-
rable que el dinero que debería 
financiar hospitales, escuelas y 
programas sociales termine dilu-
yéndose en mecanismos opacos 
y decisiones cuestionables?
El rol de la Contraloría ha sido 
fundamental para iluminar es-
tas faltas, pero la fiscalización 
no basta. Porque cuando los in-
formes duermen en escritorios 
sin consecuencias, y los funcio-
narios involucrados solo reciben 
sanciones simbólicas, se alimenta 
la sensación de que nadie respon-

de realmente por el desfalco.
Es momento de abandonar la in-
diferencia. La ciudadanía no solo 
tiene derecho a exigir transparen-
cia y rendición de cuentas, sino 
el deber de hacerlo. Recuperar la 
confianza en lo público requiere 
de acciones decididas: sanciones 
ejemplares, inhabilitaciones reales, 
y una reestructuración ética que 
empiece desde los liderazgos.
No se trata solo de corregir cifras 
o subsanar errores administra-
tivos. Se trata de restituir un 
principio básico: que los bienes 
públicos pertenecen a todos, y 
su mala gestión no es una falta 
técnica, sino una traición políti-
ca y moral al pacto social. Cada 
peso mal utilizado representa 
una oportunidad perdida para 
mejorar la vida de miles.
Por ello, no basta con señalar a 
los responsables. Es necesario 
que los organismos del Estado, 
junto con una ciudadanía activa 
y vigilante, transformen la indig-
nación en reformas estructurales. 
El combate contra el uso indebi-
do de recursos debe ser frontal, 
sostenido y sin privilegios, si es 
que aspiramos a reconstruir una 
administración pública al servi-
cio real de las personas.
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